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F A L L O

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia del 29 de octubre de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño, Sala Cuarta de Decisión, que decidió:

“PRIMERO.- Abstenerse de declarar la nulidad del Acuerdo No. 04 del 30 de diciembre de 1998 proferido por la Junta Directiva del Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales. 

SEGUNDO.- INHIBIRSE para resolver en el fondo sobre la legalidad de las Resoluciones Números 1538, 1539, 1540, 1542, 1543, 1544, 1545, 1546, 1547, 1548, 1549, 1550, 1551, 1552, 1553, 1554, 1555, 1556, 1557, 1558, 1559, 1560, 1561 y 1562 del 16 de septiembre de 2005 expedidas por el Gerente del Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales por medio de las cuales se “Grava un inmueble con una contribución de valorización.”

TERCERO.- INHIBIRSE para resolver en el fondo sobre la legalidad de “la totalidad de adjudicaciones y actas efectuadas por el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales, con relación a obras de pavimentación mediante sistema de valorización en la carrera 10 de esa ciudad y en otros barrios, desde el año en que está funcionando ese organismo hasta la actualidad.”

CUARTO.- INHIBIRSE para resolver en el fondo sobre la legalidad DEL ACTO FICTO del Concejo Municipal de Ipiales, “consistente en la inexistencia del Estatuto de Valorización Municipal en ese municipio, como norma local para la fijación y cobro del impuesto.”

1. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS
· Mediante el Acuerdo 04 del 30 de diciembre de 1998, el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales recopiló, expidió y adoptó los estatutos que rigen la organización y funcionamiento del fondo. (Fls. 49 a 62 del cuaderno de antecedentes)

· Mediante la Resolución 1538 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Gerardo Alirio Rubio Rosero y/o Ana Gloria Rubio. (Fls. 63 y 64 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1539 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de la señora Carmen Amelia Rosero Rubio y/o Raúl Rubio. (Fls. 68 y 69 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1540 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de la señora Lilia Lasso de Alvarado y/o Servio Alvarado. (Fls. 73 y 74 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1541 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Jhon Alexander Vallejo Bravo (Fls. 78 y 79 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1542 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de la señora Rosa Cabrera. (Fls. 83 y 84 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1543 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de la señora Georgina Rodríguez de Rosero y/o Eduardo Rosero. (Fls. 88 y 89 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1544 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de la señora Lourdes María Cerón Ramírez y/o Carlos Ramírez. (Fls. 93 y 94 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1545 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de los señores Villamil Cerón Tarcisio y/o Cerón Lourdes. (Fls. 96 y 97 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1546 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Flor Alba Bravo Tenagan. (Fls. 101 y 102 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1547 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Héctor Alirio Vallejo. (Fls. 106 y 107 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1548 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de Montenegro Trejo sucesión (Fls. 111 y 112 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1549 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de Montenegro Trejo sucesión y/o Irma Revelo. (Fls. 116 y 117 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1550 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Celimo David Lucero (Fls. 121 y 122 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1551 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Hernán Erazo Cabrera. (Fls. 123 y 124 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1552 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de la señora María Angélica Vallejo Bonilla y/o Olga Vera. (Fls. 126 y 127 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1553 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Luis Adolfo López Montenegro. (Fls. 129 y 130 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1554 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor José Ignacio Rodríguez. (Fls. 132 y 133 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1555 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Carlos Arnulfo Suárez Chuga. (Fls. 137 y 138 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1556 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor José Antonio Quiroz Lucero. (Fls. 140 y 141 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1557 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de la señora Carmen Amelia Mejía Portilla. (Fls. 145 y 146 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1558 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Rosalindo Yandún Yandún. (Fls. 149 y 150 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1559 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Miguel Antonio Yandún. (Fls. 152 y 153 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1560 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad del señor Epaminondas Yandún. (Fls. 157 y 158 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1561 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de la señora María Rosa Yandún. (Fls. 162 y 163 cuaderno anexos)

· Mediante la Resolución 1562 del 16 de septiembre de 2005,  el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales determinó, gravó e impuso la contribución de valorización al inmueble de propiedad de la señora Rosa Marlene Yandún Yandún. (Fls. 165 y 166 cuaderno anexos)

2. ANTECEDENTES PROCESALES

LA DEMANDA

El señor Luis Carlos España Gómez, mediante apoderado judicial, formuló las siguientes pretensiones:

“1º Anular los actos administrativos demandados, por encontrarse afectados de nulidad absoluta, invocando como causales de nulidad la falta de competencia, el desvío de poder y la inconstitucionalidad.”

[
1. Acuerdo No. 004 de 1998, expedido por la Junta Directiva del fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales, que reglamenta los Estatutos del Fondo Rotatorio de Valorización y funciones. 

2. RESOLUCIÓN 1538 DEL 2005 (septiembre 15) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

3. RESOLUCIÓN 1539 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

4. RESOLUCIÓN 1540 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

5. RESOLUCIÓN 1542 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

6. RESOLUCIÓN 1543 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

7. RESOLUCIÓN 1544 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

8. RESOLUCIÓN 1545 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

9. RESOLUCIÓN 1546 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

10. RESOLUCIÓN 1547 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

11. RESOLUCIÓN 1548 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

12. RESOLUCIÓN 1549 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

13. RESOLUCIÓN 1550 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

14. RESOLUCIÓN 1551 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

15. RESOLUCIÓN 1552 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

16. RESOLUCIÓN 1553 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

17. RESOLUCIÓN 1554 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

18. RESOLUCIÓN 1555 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

19. RESOLUCIÓN 1556 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

20. RESOLUCIÓN 1557 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

21. RESOLUCIÓN 1558 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

22. RESOLUCIÓN 1559 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

23. RESOLUCIÓN 1560 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

24. RESOLUCIÓN 1561 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

25. RESOLUCIÓN 1562 DEL 2005 (septiembre 16) por medio de la cual el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales grava un inmueble con una contribución de valorización.

26. La totalidad de adjudicaciones y actas efectuadas por el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales, con relación a obras de pavimentación mediante el sistema de valorización, en la carrera 10 de esa ciudad y en otros barrios, desde el año en que está funcionando ese organismo, hasta la actualidad. 

27. ACTO FICTO del Concejo Municipal de Ipiales, consistente en la inexistencia de Estatuto de Valorización Municipal en ese municipio, como norma local para la fijación y cobro del impuesto.]

“2º. Comunicar al señor Alcalde Municipal de Ipiales la sentencia. 

3º. Condenar en costas al municipio de Ipiales.

4º. Las demás declaraciones que estime el juzgado.”

El demandante invocó como violado el artículo 338 de la Constitución Política. 
CONCEPTO DE  LA VIOLACIÓN
La parte actora dijo que los actos administrativos demandados violaron el principio según el cual no puede existir impuesto sin representación, pues el fondo Rotatorio de Valorización del Municipio de Ipiales se arrogó la facultad exclusiva del Concejo Municipal de Ipiales de establecer el sistema y los parámetros del cobro de la contribución de valorización en el Municipio. 

Que “[C]omo se trata de una obra civil (pavimentación de la carrera 10 entre calle 13 y vía perimetral de Ipiales), la no observancia del marco constitucional en la financiación de la obra, deviene en la nulidad de los actos administrativos, no solamente por afectar a unos inmuebles en particular, sino en general, por ser contraria a la legalidad, y en este sentido, procede el contencioso popular de anulación o demanda de nulidad simple, por cuanto se está afectando al grueso de la población Ipialita, toda vez que no es la primera vez que esta situación sucede. Ya se han financiado otras pavimentaciones, acudiendo al mismo sistema ilegal o inconstitucional.”

Que se violaron las características y obligaciones de la función pública, al disponer de recursos públicos y cobrar impuestos no autorizados en obras que, supuestamente, pretenden mejorar la calidad de vida de los vecinos. 

Que el municipio de Ipiales violó el marco normativo vigente e incurrió en dictadura fiscal, al pretender financiar el 50% del costo de las obras con impuestos directos, sin tener competencia para ello. 

Que el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales no tiene competencia para fijar impuestos, cobrarlos y administrarlos, pues no existe un estatuto de valorización o un acuerdo municipal producido por el Concejo Municipal de Ipiales, en el que se fijen los porcentajes y las bases gravables para las obras de pavimentación en el municipio. Añadió que, con esta conducta, el Fondo incurrió en las causales de falta de competencia y desvío de poder y violación directa de la Constitución Política. 

Que el Fondo Rotatorio de Valorización del Municipio de Ipiales pretendió suplir el vacío de la norma local al adoptar un reglamento interno en el que fijaba mecanismos de cobro y de fijación de tarifas del impuesto, sin que previamente el Concejo Municipal haya expedido el estatuto de valorización. 

Que igualmente son nulas las actas de reuniones aprobatorias de obras y las adjudicaciones que efectuó el Fondo mediante resolución, bajo la modalidad de contratación directa, fraccionando contratos, sin licitación pública alguna, por parte de un organismo ilegítimo que fija, cobra y administra impuestos, dada la pretermisión en la separación de poderes realizada por el alcalde del municipio por medio de dicho Fondo Rotatorio de Valorización. 

Transcribió apartes de la sentencia del Consejo de Estado del 18 de mayo de 2006, expediente 15197.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El apoderado judicial del Municipio de Ipiales contestó la demanda en los siguientes términos: 

Afirmó que los dineros que se cobra a los ciudadanos que están obligados a contribuir con la financiación de las cargas públicas por concepto de valorización, no se derivan de un impuesto sino de una contribución. 

Que las contribuciones de valorización fijadas por la Alcaldía cuentan con suficiente soporte constitucional, legal y reglamentario vigentes. 

Que las funciones que en su momento fueron asignadas al Fondo Rotatorio de Valorización del Municipio de Ipiales están fundadas en actos administrativos debidamente tramitados, discutidos y aprobados por la autoridad competente, de tal forma que su validez y eficacia no está afectada.

Que si el demandante estimó que los procesos contractuales que adelantó el Fondo Rotatorio de Valorización del Municipio de Ipiales, financiados con los recursos obtenidos del cobro de la contribución de valorización, estaban afectados en su legalidad, debió ejercer contra ellos la acción contractual prevista en el artículo 87 del Decreto 01 de 1984. 

Propuso las siguientes excepciones: 

Falta de legitimación en la causa por pasiva con relación al Municipio de Ipiales: Dijo que el Municipio de Ipiales carece de legitimación por pasiva en el presente proceso, pues los actos administrativos demandados fueron expedidos por el Fondo Rotatorio de Valorización del Municipio de Ipiales, entidad descentralizada del orden municipal, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa. 

Que el demandante aludió a un supuesto acto ficto, sin especificar en qué consistió, o en qué momento surgió, hecho este que además de desconocer el derecho de defensa, deja al municipio sin la posibilidad de establecer y pronunciarse frente al supuesto acto jurídico objeto de impugnación.

Que en el evento de que la inconformidad del demandante sea la inexistencia de un acto administrativo, es claro que no se está frente a un acto ficto, sino ante la inexistencia de actos administrativos, lo que tiene implicaciones diferentes. 

Falta de legitimación en la causa por activa: Sostuvo que la acción pertinente contra las resoluciones demandadas es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, toda vez que la declaratoria de su nulidad acarrea el restablecimiento automático de los derechos contenidos en esos actos administrativos. En esa medida, agregó, el demandante carece de legitimación en la causa para demandar esas resoluciones, pues no tiene interés o derecho alguno en ellas. 

Que si bien el artículo 169 del Decreto 01 de 1984 faculta al juez para decretar pruebas de oficio, según la jurisprudencia del Consejo de Estado, el juez no puede, bajo pretexto de contar con esa potestad, descargar a las partes sus deberes probatorios, puesto que se violaría lo dispuesto en los artículos 174 y 177 del Código de Procedimiento Civil y los derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa del interviniente que resulte afectado. 

Indebida escogencia de la acción para demandar: Dijo que, conforme con la jurisprudencia del Consejo de Estado, es dable tramitar la acción de nulidad simple contra actos de contenido particular cuando comporten un interés especial para la comunidad territorial, que trasciende al ámbito nacional. Que en el presente caso no se dan estas circunstancias, pues respecto de las resoluciones demandadas no se advierte trascendencia nacional alguna, de innegable e incuestionable proyección sobre el desarrollo y bienestar social y económico de los colombianos.

Que la acción idónea para demandar  las resoluciones atacadas es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, que exige al titular del derecho acudir en interés propio a rechazar la legalidad de los actos, circunstancia que no se vislumbra en el demandante. 

Falta de agotamiento de la vía gubernativa: Dijo que las personas afectadas por los actos administrativos proferidos por el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales debieron interponer el correspondiente recurso de apelación contra las resoluciones demandadas, en los términos del Acuerdo 04 de 1998, con el fin de agotar la vía gubernativa. Añadió que este requisito debe agotarse aun cuando se trate de la acción de nulidad simple contra actos administrativos de carácter particular. 

Inepta demanda por no anexar copia auténtica de los actos administrativos demandados: Indicó que el demandante no identificó plenamente, ni aportó copia auténtica de los actos administrativos demandados, requisitos señalados en los artículos 138 y 139 del Decreto 01 de 1984. 

Indebida integración de la demanda ante la inexistencia de constancia de notificación del acto acusado: Dijo que el demandante anexó con la demanda  la copia de los actos administrativos demandados, sin adjuntar la correspondiente constancia de publicación, notificación o ejecución, desconociendo lo previsto en el artículo 139 del Decreto 01 de 1984. 

Caducidad de la acción: Sostuvo que frente a las resoluciones demandadas operó el término de caducidad de la acción de cuatro meses, contemplado en el artículo 136 del Decreto 01 de 1984, teniendo en cuenta que la acción procedente contra ellas era la de nulidad y restablecimiento del derecho. 

Que de conformidad con la teoría de los móviles y finalidades, si se ejerce la acción de nulidad simple contra un acto administrativo de carácter particular, no solamente deberán atenderse las restricciones señaladas por la jurisprudencia del Consejo de Estado, sino que en el evento en que del ejercicio de la acción se obtenga el restablecimiento automático del derecho supuestamente conculcado, se debe, igualmente, ejercer la acción dentro de los cuatro meses siguientes a su notificación, comunicación o ejecución. 

Inexistencia del acto ficto: Aseveró que no existe el acto ficto o presunto cuya nulidad reclama el demandante, no sólo porque dicho fenómeno ocurre únicamente respecto de los actos administrativos de contenido particular, sino porque el demandante no aportó la prueba de su existencia, de acuerdo con los lineamientos del Decreto 01 de 1984 y la jurisprudencia. Esto, agregó,  impide un pronunciamiento de fondo al respecto. 

Dijo que el demandante incurrió en la imprecisión de fundar la demanda en la supuesta existencia de un acto ficto que sirve al Fondo Rotatorio de Valorización del Municipio de Ipiales para fijar el cobro de la contribución de valorización, cuando en realidad ese acto ficto no existe.

Inepta demanda por no haberse demandado el acto administrativo que sirvió de fundamento a las resoluciones atacadas (Acuerdo 4 de 1998): Aseveró que en el presente caso es claro que el Fondo ejerció la competencia que la Constitución le otorga para fijar y liquidar la contribución de valorización en el Municipio de Ipiales. 

Que está demostrado que la Ley 25 de 1991 estableció el impuesto de valorización y señaló unas pautas a las que se debe someter la fijación de la contribución, bajo los criterios de equidad y justicia. Asimismo, que el Decreto 1333 de 1986 estableció la contribución sobre la propiedad raíz que se beneficie con la ejecución de las obras de interés local. 

Que en virtud de las atribuciones conferidas por la Constitución y la ley al Concejo Municipal de Ipiales, éste profirió ciertos acuerdos, entre los que se encuentra el 012 del 29 de noviembre de 1991, mediante el cual facultó al Alcalde del Municipio de Ipiales para efectuar ajustes a la reforma administrativa. Que en virtud de esta facultad, se expidió el Decreto 112 del 31 de diciembre de 1991, que modificó el Decreto 140 del 30 de diciembre de 1998, que adoptó los estatutos del Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales, el que mediante el Acuerdo 04 de 1998 determinó, como una de sus finalidades, la determinación, liquidación y recaudo de las contribuciones de valorización. 

Solicitud de reconocimiento oficioso de excepciones: Pidió que se aplique el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil, y se reconozca oficiosamente cualquier excepción que esté probada. 

El Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales contestó la demanda en los siguientes términos: 

Manifestó que la contribución de valorización es un gravamen especial que recae sobre la propiedad inmueble, que puede ser exigido no sólo por los municipios sino por la Nación o cualquier otro organismo público que realice una obra de beneficio social que redunde en el incremento de la propiedad inmueble. 

Que el Fondo es la entidad que ha ejecutado las obras en el municipio de Ipiales y, por tal razón, es esta la entidad encargada de cobrar la contribución de valorización. 

Propuso las siguientes excepciones:

Existencia y legalidad del Fondo Rotatorio de Valorización del Municipio de Ipiales: Dijo que el Fondo siempre ha tenido vida jurídica, como se prueba con el Acuerdo 067 de 1967, modificado por el Acuerdo 6 de 1974, en cumplimiento de cierto fallo del Tribunal Administrativo de Nariño. 

Que existe el Acuerdo 006 de 1998 y el Decreto 140 de 1998, mediante los que se crea y reglamenta el Fondo Rotatorio de Valorización.

Legitimación en la causa para cobrar la contribución de valorización: Sostuvo que en el Municipio de Ipiales la contribución de valorización no es un impuesto, porque no grava a las personas, sino a un sector de la población representado por los propietarios o poseedores de inmuebles que se benefician o se han beneficiado, en mayor o menor grado, con la ejecución de una obra pública. 

Que el Fondo ha tenido en cuenta cinco elementos para recuperar la cartera morosa por contribución de valorización: hecho generador, sujeto activo, sujeto pasivo, base gravable y tarifa. 

Que el hecho generador, conforme con el artículo 1 del Decreto 1604 de 1996, es la construcción de obras de interés público que lleve a cabo la Nación, los departamentos, los distritos, y los municipios, a condición de que reporten un beneficio a la propiedad inmueble, Que el sujeto activo, para el caso, es el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales, quien fue la entidad encargada de realizar las obras, y quien tiene la posibilidad de disponer de los recursos obtenidos, como una forma de recuperación de los costos de inversión. Que el sujeto pasivo son los beneficiados en sus inmuebles con la ejecución de una obra de interés público (titulares del derecho real). Que la base gravable está definida por el artículo 338 de la Constitución Política, que señala los parámetros para fijarla, y faculta a las autoridades administrativas para fijar la tarifa a partir de los costos de los servicios y los beneficios reportados. Que en estricto sentido no existe una tarifa, porque el gravamen está diseñado para distribuir el valor agregado que una obra significa para ciertos inmuebles; es decir, como un coeficiente de reparto de costos y beneficios. Que el valor a pagar será el incremento patrimonial del bien en relación con la inversión de la entidad. 

Ineptitud sustantiva de la demanda por no anexar la copia auténtica de los actos acusados y la respectiva constancia de notificación de los mismos: Sostuvo que el demandante omitió identificar y acompañar con la demanda la copia auténtica de los actos administrativos demandados, como lo mandan los artículos 138 y 139 del Decreto 01 de 1984, junto con las respectivas constancias de notificación. 

Excepciones genéricas o innominadas: Pidió que se aplique el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil, reconociendo oficiosamente cualquier excepción que aparezca probada. 

LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo de Nariño se abstuvo de declarar la nulidad del Acuerdo 04 de 1998 y se inhibió de pronunciarse sobre las demás pretensiones de la demanda, con base en las siguientes consideraciones: 

Expresó que las resoluciones demandadas, expedidas por el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales, por medio de las cuales gravó ciertos inmuebles con la contribución de valorización, son de contenido particular y concreto, no susceptibles de control de legalidad por la acción de nulidad simple, sino de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Que, por ello, se inhibió de pronunciarse sobre ellas. 

Que frente a las resoluciones del Fondo no se agotó la vía gubernativa, requisito de procedibilidad que hace improcedente el ejercicio de la acción.

Que la demanda no cumplió con los requisitos de los artículos 137 y 138 del Decreto 01 de 1984, concretamente el de individualizar e identificar, además de las normas violadas, el respectivo concepto de violación de las mismas. Que, por ello, se inhibirá de pronunciarse de fondo sobre la pretensión de nulidad de la “totalidad de adjudicaciones y actas efectuadas por el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales con relación a las obras de pavimentación mediante el sistema de valorización en la carrera 10 de esa ciudad”.

Que el acto ficto cuya nulidad pretende el demandante no existe, porque dicho fenómeno es propio de los actos de contenido particular y concreto, y porque el demandante no aportó la prueba de su existencia. 

Que, en materia tributaria, la facultad de los entes territoriales es derivada o residual, e informada y fundamentada en el principio de legalidad, de tal manera que las asambleas departamentales y los concejos municipales carecen de facultad para administrar tributos no previstos o creados previamente en la ley. 

Que la contribución de valorización fue establecida por el artículo 3 de la Ley 25 de 1921 como una contribución sobre las propiedades raíces que se beneficien con la ejecución de obras de interés público que ejecuten la Nación, los departamentos, el Distrito Especial de Bogotá, los municipios, o cualquiera otra entidad de derecho público, y que beneficien a la propiedad inmueble. 

Que bajo los parámetros de la Ley 25 de 1921 y el Decreto 133 de 1986, no encontró que el Acuerdo 004 del 30 de diciembre de 1998, proferido por la Junta Directiva del Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales, sea violatorio del artículo 338 de la Constitución Política, porque no creó el impuesto de valorización, sino que se limitó a fijar los estatutos del Fondo. 

EL RECURSO DE APELACIÓN

La parte demandante apeló la decisión del Tribunal por la siguientes razones: 

Ratificó los hechos y fundamentos de la demanda, y reiteró la procedencia de la nulidad del acto presunto o ficto, del Acuerdo 004 de 1998 y de las resoluciones de contenido particular, actos que afectan derechos colectivos y, por tanto, son susceptibles de ser revisados judicialmente. 

Dijo que no es dable exigir al actor popular, en el contencioso de nulidad, acreditar la existencia del acto administrativo ficto, precisamente por su naturaleza y características.

Que la demanda de nulidad apunta a la no existencia de un acuerdo proveniente del Concejo Municipal de Ipiales que fije la base gravable, el sistema y el método de la contribución de valorización, como lo exige el artículo 338 de la Constitución Política.

Que el Tribunal exigió acreditar la existencia de un hecho negativo indefinido, situación que de suyo no es imposible sino que resulta contraria a derecho. 

Que las normas que tuvo en cuenta el Tribunal para no declarar la nulidad de los actos demandados (Ley 25 de 1921 y Decreto 1333 de 1986), no facultan a ningún alcalde o instituto de valorización municipal del país, para fijar per se la base gravable, el sistema y el método de cobro del  impuesto de valorización.

Que si la fuente del impuesto de valorización se concreta en la Ley 25 de 1921, es obvio que su implementación, para cada obra en concreto, dependerá del Concejo Municipal o Distrital correspondiente, para determinar la procedencia de acudir o no “ a tal expediente” para realizar la obra pública, atendiendo, incluso, situaciones de conveniencia social. 

Que no tendría sentido la previsión del artículo 338 de la Constitución Política, al permitir que el ejecutivo municipal o distrital realice todas las obras habidas y por haber mediante el sistema de valorización, “lo cual deviene entonces en una doble tributación, toda vez que además del impuesto predial y complementarias, el ciudadano se mira obligado a financiar dichas obras mediante valorización.”

Que se aplique la excepción de inconstitucionalidad frente a las normas que invocó el Tribunal, y su abierta contradicción con el artículo 338 de la Constitución. Que, igualmente, se aplique frente a los actos administrativos demandados, los que afectan los derechos colectivos como la moralidad administrativa, la seguridad ciudadana y el patrimonio público, “al violar el principio de confianza legítima de los administrados en los actos de las autoridades, siendo factible de ser atacados por esta vía, en salvaguarda del orden jurídico, sin que el restablecimiento sea automático, porque la sentencia al declarar la ilegalidad del impuesto no ordena su devolución, tal como ha sucedido en casos similares como el caso del Impuesto de Valorización por la Plaza del Carnaval de Pasto,”.

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Las partes guardaron silencio.

El Ministerio Público pidió que se confirme la sentencia apelada por las siguientes razones: 

Estimó que no es procedente la petición de nulidad de las actas de las reuniones aprobatorias de las obras pues, además de que dichos actos no reposan en el expediente, no consta que se trate de actos administrativos que creen, modifiquen o extingan una situación jurídica concreta. 

Que, en cuanto a las resoluciones mediante las que se “adjudicó la obra” en la modalidad de contratación directa, corresponde hacer un examen distinto sobre la materia, el que no es posible en el caso, puesto que sólo se puede controvertir la liquidación de la contribución por valorización. 

Que frente a la petición de nulidad del acto ficto, el hecho de que se expida la actuación relacionada con la contribución de valorización sin fundamento en un estatuto o acuerdo municipal que fije los valores de la obra financiada por ese sistema, no constituye una decisión negativa de la administración que configure un acto ficto.

Que si, como dijo la demandante, la actuación relacionada con la contribución de valorización fue expedida sin que mediara un estatuto de valorización, esta situación habilita al juez para pronunciarse sobre su legalidad por ausencia de la norma en que debía fundamentase, pero en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Que el examen de legalidad de las resoluciones no podía resolverse a la luz de la acción de nulidad simple, porque no persigue, exclusivamente, el mantenimiento del orden jurídico en interés general. 

Que conforme con la teoría de los móviles y las finalidades, independientemente de que el acto particular y concreto sea demandado en acción de nulidad o nulidad y restablecimiento del derecho, lo que debe tenerse en cuenta es si de la declaración de nulidad del acto surge o no automáticamente el restablecimiento del derecho afectado. Y que en caso de que exista un restablecimiento automático, ha de entenderse que la acción incoada es la de nulidad y restablecimiento del derecho, motivo por el que deben verificarse los requisitos propios de la acción. Por el contrario, agregó, si la nulidad declarada no acarrea restablecimiento alguno, la acción puede tramitarse como una de simple nulidad. 

Que el Acuerdo 045 de 1998 fue expedido por el Fondo Rotatorio de Valorización sobre su organización y funciones, y no regula situaciones particulares, a diferencia de las resoluciones que asignaron la contribución en forma individual a cada predio en cabeza de su respectivo propietario. 

Que las resoluciones demandadas, expedidas el 16 de septiembre de 2005, quedaron notificadas antes de finalizar el año, sin que se hubieran interpuesto los recursos procedentes, y que como la demanda se presentó el 28 de marzo de 2008, frente a ellas operó la caducidad de la acción. 

Que como la Resolución 1553 fue la única respecto de la que no aparece constancia de notificación, procedería el examen de legalidad frente a la misma. Sin embargo, el demandante no esgrimió concepto de violación alguno frente a las áreas y valores tomados en cuenta para calcular la contribución de valorización allí liquidada. 

Que el hecho de que el Acuerdo 04 de 1998, que contiene los estatutos del Fondo, hubiera regulado aspectos tales como las facultades para aprobar los proyectos de obras de interés público por el sistema de valorización, según los planes fijados por el municipio, adoptar su costo, beneficio de la obra, parámetros para su liquidación, distribución y pago, así como el procedimiento para la firmeza de los respectivos actos, no contrarió el artículo 338 de la Constitución Política, que consagra el principio de legalidad de los tributos. Esto, porque la contribución de valorización fue creada por la Ley 25 de 1921 y el Decreto Legislativo 1604 de 1996, y fue avalada por la Corte Constitucional en la sentencia C-155 de 2003. 

3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia del Tribunal Administrativo de Nariño que se abstuvo de declarar la nulidad del Acuerdo 4 de 1998 y se inhibió de pronunciarse de fondo sobre las demás pretensiones de la demanda. 

En concreto, y en los términos del recurso, la Sala, inicialmente, decidirá si es procedente la decisión del Tribunal de inhibirse de pronunciarse de fondo sobre la pretensión de nulidad de las resoluciones proferidas por el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales; de las adjudicaciones y actas efectuadas por el Fondo en relación con las obras de pavimentación adelantadas en cierto sector del Municipio de Ipiales y del acto ficto originado en la inexistencia de Estatuto de Valorización en el Municipio de Ipiales; y sobre la decisión de no declarar la nulidad del Acuerdo 4 de 1998. 

DE LA PRETENSIÓN DE NULIDAD DE LAS RESOLUCIONES MEDIANTE LAS QUE EL FONDO ROTATORIO DE VALORIZACIÓN MUNICIPAL DE IPIALES GRAVÓ CIERTOS INMUEBLES CON LA CONTRIBUCIÓN DE VALORIZACIÓN

EL Tribunal concluyó que no era procedente demandar, por medio de la acción de nulidad simple, las Resoluciones 1538, 1539, 1540, 1542, 1543, 1544, 1545, 1546, 1547, 1548, 1549, 1550, 1551, 1552, 1553, 1554, 1555, 1556, 1557, 1558, 1559, 1560, 1561 y 1562 del 16 de septiembre de 2005, expedidas por el Gerente del Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales, mediante las que se “Grava un inmueble con una contribución de valorización”, pues éstos son actos administrativos de contenido particular y concreto, susceptibles de ser demandados por medio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Por ello, se inhibió de pronunciarse sobre las mismas. 

Al respecto, la Sala considera: 

Las acciones de simple nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho tienen por objeto que se declare la nulidad de actos administrativos que infringen normas de carácter superior. No obstante, mientras que con la acción de simple nulidad se persigue la defensa de la legalidad, del orden jurídico en abstracto, con la de restablecimiento del derecho se busca no sólo la defensa del ordenamiento jurídico, sino el resarcimiento de un derecho subjetivo lesionado por un  acto administrativo.

A diferencia de la acción de simple nulidad, que puede ser ejercida por cualquier persona, en cualquier tiempo y sin necesidad de agotar vía gubernativa, la de nulidad y restablecimiento del derecho sólo puede ejercerla la persona que crea que se le ha causado un perjuicio, esto es, aquella que es la titular del derecho supuestamente desconocido por el acto administrativo y, por ende, para acudir ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo debe acreditar capacidad jurídica y procesal para actuar. El interesado, asimismo, debe probar que agotó la vía gubernativa y ejercer la acción oportunamente, esto es, dentro del plazo previsto en la ley.

Ahora bien, en principio, la naturaleza del acto administrativo es lo que define el tipo de acción que debe ejercerse. Por ejemplo, si se trata de un acto administrativo de contenido particular y concreto, la acción apropiada sería la de nulidad y restablecimiento del derecho. En este caso, el juez administrativo no sólo examinará la legalidad de tal acto, sino que determinará el perjuicio que se hubiera causado. A contrario sensu, si el acto es de carácter general, la acción de simple nulidad sería la adecuada para cuestionar la legalidad del acto administrativo. El juez administrativo, en el último caso, únicamente examinará la legalidad de tal acto. 

Sin embargo, esta Corporación, en aplicación de la denominada teoría de los motivos y finalidades, ha considerado que la acción de simple nulidad también procede excepcionalmente contra los actos particulares y concretos en los casos en que “la situación de carácter individual a que se refiere el acto, comporte un especial interés, un interés para la comunidad de tal naturaleza e importancia, que vaya aparejado con el afán de legalidad, en especial cuando se encuentre de por medio un interés colectivo o comunitario, de alcance y contenido nacional, con incidencia trascendental en la economía nacional y de innegable e incuestionable proyección sobre el desarrollo y bienestar social y económico de gran número de colombianos. De otra parte, el criterio jurisprudencial así aplicado, habrá de servir como de control jurisdiccional frente a aquellos actos administrativos que no obstante afectar intereses de particulares, por su contenido y trascendencia impliquen, a su vez, el resquebrajamiento del orden jurídico y el desmejoramiento del patrimonio económico, social y cultural de la Nación
”. 

Se permite demandar en acción de simple nulidad los actos administrativos de contenido particular cuando representen un interés superior y significativo para la comunidad en general, porque amenacen el orden público, social o económico del país. Es decir, en esos casos, la acción de nulidad contra actos administrativos particulares se mira apropiada para preservar exclusivamente la legalidad y la integridad del orden jurídico. 

Desde luego, que, en ese caso, la sentencia solamente producirá el efecto buscado por el actor y querido por la acción, esto es, la restauración del orden jurídico en abstracto y nunca podrá producir el restablecimiento del derecho subjetivo que se hubiera afectado. La restauración del orden jurídico en abstracto puede implicar el restablecimiento de derechos vinculados directamente al interés público y no de derechos vinculados a la esfera patrimonial de quien no demandó en la acción pertinente y de manera oportuna. Si el restablecimiento de derechos subjetivos fuere automático, por el solo efecto de la nulidad, la acción de simple nulidad no procede, a menos que se hubiere interpuesto a tiempo para tramitarse como acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 

La propia Corte Constitucional, en la sentencia C-426 de 2002
, aceptó que la acción de simple nulidad procede contra actos administrativos de contenido particular, pero aclaró que la competencia del juez administrativo se limitaba a examinar la legalidad en abstracto y que, de ningún modo, puede adoptar medidas para el restablecimiento del derecho subjetivo lesionado. Dijo la Corte Constitucional: “En estos casos, la competencia del juez contencioso administrativo se encuentra limitada por la pretensión de nulidad del actor, de manera que, en aplicación del principio dispositivo, aquél no podrá adoptar ninguna medida orientada a la restitución de la situación jurídica particular vulnerada por el acto.” (Se destaca).

De ordinario, los actos administrativos perjudiciales, o en perjuicio de alguien, que se retiran del ordenamiento jurídico producen un efecto automático de restablecimiento del derecho lesionado, así el juez no lo disponga expresamente. 

En ese orden, de advertirse que con la declaración de nulidad del acto administrativo surgirá automáticamente el restablecimiento del derecho subjetivo afectado, la acción de simple nulidad resulta improcedente, a menos que haya sido interpuesta dentro del plazo de caducidad previsto para la acción de nulidad y restablecimiento del derecho
.

Efectivamente, si el interés perseguido con la acción de simple nulidad es el de obtener el restablecimiento de un derecho subjetivo, la demanda sólo podrá ser admitida siempre y cuando cumpla los presupuestos procesales de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, esto es, capacidad jurídica y procesal de las partes, agotamiento de la vía gubernativa y ejercicio oportuno de la acción. Y, además, cuando la demanda cumpla los requisitos formales previstos en los artículos 137 a 139 C.C.A.

En el caso en examen, a pesar de que el demandante denominó la acción como de simple nulidad, del contenido integral de las resoluciones demandadas se deduce que el examen de legalidad de esos actos, necesariamente, tendría incidencia en los derechos subjetivos de los propietarios de los inmuebles gravados con la contribución. 

En efecto, en las resoluciones demandadas el Fondo Rotatorio de Valorización de Ipiales gravó con la contribución de valorización a diferentes propietarios de inmuebles ubicados en la ciudad de Ipiales, por la ejecución del “proyecto de construcción de base y sub-base, pavimentación en placa de concreto hidráulico de 18 cms de grosor, bordillos y andenes, de la vía perteneciente a la Carrera 10 entre calles 13 y 12, de la Ciudad de Ipiales.”, lo que denota que definieron una situación jurídica particular y concreta, traducida en la obligación de los propietarios de los inmuebles de pagar la contribución de valorización. 

La Sala no encuentra que de los actos de contenido particular demandados se derive un especial interés para la comunidad. Claramente, de ese acto se desprende un interés exclusivo para los propietarios de los inmuebles ubicados en la Carrera 10 entre calles 13 y 12 de la Ciudad de Ipiales, no para la comunidad en general. 

Se insiste, el interés al que se refiere la teoría de los motivos y las finalidades es el que tiene alcance y contenido general y que puede repercutir fuertemente en el orden social y económico del país, de la comunidad en general. Ese interés no se observa en este caso. La discusión que propone la actora es frente a intereses subjetivos, no generales. 

En el caso particular, la eventual declaratoria de nulidad de las resoluciones generaría un restablecimiento automático del derecho de los propietarios de los inmuebles que se traduciría en que no tendrían la obligación de pagar la contribución de valorización. Ese solo hecho ya denota la improcedencia de la acción de simple nulidad.

Se trata, pues, de una acción de nulidad y restablecimiento del derecho, no de una de simple nulidad.

En esa medida, teniendo en cuenta que el demandante no tiene derecho o situación jurídica particular constituida en alguna de las resoluciones demandadas, y que la acción de nulidad que inició no es la adecuada para controvertir su legalidad, en atención a los efectos particulares y concretos que, de darse, ocasionarían su declaratoria de nulidad, la Sala encuentra procedente confirmar lo decidido por el a quo, en cuanto se inhibió de pronunciarse de fondo, por configurarse la excepción de inepta demanda por indebida escogencia de la acción y falta de legitimación en la causa por activa. 

De otra parte, la Sala considera pertinente inhibirse de pronunciarse frente a la pretensión de nulidad de “la totalidad de adjudicaciones y actas efectuadas por el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales, con relación a obras de pavimentación mediante el sistema de valorización, en la carrera 10 de esa ciudad y en otros barrios, desde el año en que está funcionando ese organismo, hasta la actualidad.”

Lo anterior debido a que, aun cuando el demandante no hizo precisión alguna, dichas actuaciones parecen tener origen en los procesos contractuales que adelantó el Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales para la contratación de las obras de pavimentación en ese municipio; actos que, de conformidad con el artículo 87 del Decreto 01 de 1984, deben ser demandados en acción de nulidad o nulidad y restablecimiento del derecho, dependiendo de la naturaleza del acto. 

Como no es posible identificar, con precisión, los actos cuya nulidad pretende, igualmente, no es posible emitir un pronunciamiento de fondo sobre los mismos, para identificar la configuración de alguna de las causales de nulidad señaladas en la ley. Además, el demandante omitió desarrollar el concepto de la violación de cada uno de dichos actos administrativos, razón de más que impide pronunciarse sobre los mismos. Por tanto, se confirma lo decidido por el Tribunal en cuanto se inhibió de pronunciarse sobre dichos actos. 

DE LA PRETENSIÓN DE NULIDAD DEL ACTO FICTO 

El demandante pidió la nulidad del acto ficto del Concejo Municipal de Ipiales, consistente, a su juicio, en la inexistencia de Estatuto de Valorización en el Municipio de Ipiales, como norma local para la fijación y cobro del impuesto. 

El Tribunal decidió inhibirse de pronunciarse sobre la anterior pretensión, porque el demandante no probó la existencia del presunto acto ficto demandado, y porque consideró que dicho fenómeno es propio de los actos administrativos de contenido particular y concreto.

Al respecto se considera: 

Las leyes, en sentido formal y material, crean situaciones jurídicas de carácter general, impersonal y abstracto y, por eso, se requiere que se cumplan los presupuestos de la ley para que se cree una situación jurídica particular, personal y concreta. Esas situaciones jurídicas particulares, personales y concretas se expresan en actos administrativos expresos, tácitos, presuntos o fictos, estos sí demandables en acción de nulidad y restablecimiento del derecho y, excepcionalmente, en acción de nulidad simple.

En el caso de las decisiones fictas o presuntas, la jurisprudencia y la doctrina
 han coincidido en que este fenómeno peculiar de las actuaciones administrativas tendientes a la producción de actos individuales nace del silencio de la administración, tanto en la etapa de formación del acto (derecho de petición) como en la gubernativa (recursos), y que éstas pueden adoptar el carácter de negativas o positivas, según el caso. 

El silencio de la administración, según sus efectos, puede ser negativo o positivo. 

Por regla general, el silencio de la administración es negativo y surge ante la ausencia de pronunciamiento, respecto de la cual no se hubieren establecido efectos especiales. 
Los artículos 40 y 60 del Decreto 01 de 1984
 consagran la figura del acto administrativo ficto o presunto derivado del silencio negativo, que opera por el solo transcurso del término legal sin que la Administración resuelva las peticiones o los recursos de reposición o apelación interpuestos en debida forma por los administrados. Así, el silencio de la autoridad administrativa equivale a que la decisión fue adversa al administrado, y, por tanto, confirmatoria del acto recurrido
.

Según lo ha señalado la Sala, el silencio administrativo negativo tiene como propósito no solo sancionar a la administración negligente, sino conceder al administrado la garantía de demandar, junto con la decisión definitiva, el acto presunto que la confirmó
.

En el caso objeto de análisis, el demandante pidió la nulidad del “ACTO FICTO del Concejo Municipal de Ipiales, consistente en la inexistencia de Estatuto de Valorización Municipal en ese municipio, como norma local para la fijación y cobro del impuesto.”

Para la Sala, como acertadamente concluyó el Tribunal, el acto ficto cuya nulidad reclama el demandante no existe, ni hay prueba de que éste se haya originado en petición o recurso alguno presentado al Municipio de Ipiales. Adicionalmente, no es posible reclamar la existencia de un acto ficto respecto de actos de la administración creadores de situaciones jurídicas generales y abstractas, pues, se reitera, las decisiones fictas o presuntas son propias de las actuaciones administrativas iniciadas con el fin de obtener una decisión particular y concreta, lo cual no se predica del acto respecto del que la parte actora aduje la existencia del acto ficto. 

En consecuencia, es evidente que la demanda es inepta ante la inexistencia del acto ficto cuya nulidad reclama.

DE LA PRETENSIÓN DE NULIDAD DEL ACUERDO 04 DE 1998, EXPEDIDO POR EL FONDO ROTATORIO DE VALORIZACIÓN MUNICIPAL DE IPIALES

El demandante pidió la nulidad del Acuerdo 04 del 30 de diciembre de 1998, “Por medio del cual se recopila, expide y adopta los Estatutos que rigen la organización y funcionamiento del Fondo Rotatorio de Valorización Municipal de Ipiales.”

Según el demandante, el citado acuerdo es nulo por falta de competencia y desvío de poder, porque el Fondo no tiene competencia para fijar la contribución de valorización en el Municipio de Ipiales, para cobrarla y administrarla, sin que previamente el Concejo Municipal haya expedido el Estatuto de Valorización Municipal u ordenado, para cada obra en particular, los parámetros y sistemas de fijación del impuesto. Además, dijo que el fondo no puede, mediante un reglamento interno, adoptar mecanismos de cobro y de fijación de tarifas del impuesto. 

El Tribunal se abstuvo de declarar la nulidad del Acuerdo, porque consideró que dicho acuerdo no crea la contribución de valorización, sino que se limita a fijar los estatutos del Fondo Rotatorio Municipal de Ipiales, lo que no resulta violatorio del artículo 338 de la Constitución Política. 

Para esta Sala, lo pertinente es que se declare que la demanda es inepta, y, por lo tanto, se inhiba de emitir un fallo de fondo, porque de manera anti técnica, como se precisó inicialmente, la parte actora demandó en acción de nulidad simple, la totalidad del Acuerdo 04 de 1998, y una serie de actos administrativos particulares y concretos, invocando, para todos, el mismo concepto de violación, cuando su deber era explicar el fundamento de derecho de cada una de las pretensiones, indicar las normas violadas y explicar el fundamento de la violación de cada uno de los actos administrativos demandados, tal como se lo demanda el numeral 4 del artículo 137 del C.C.A. 

El artículo 138 del Decreto 01 de 1984 también le imponía el deber de individualizar, con toda precisión, las disposiciones demandadas, contenidas en el Acuerdo 4 de 1998.

Y aún en el entendido de que respecto de todas las pretensiones, la norma que se invocó como violada era el artículo 338 de la Constitución Política, es evidente que el demandante incurrió en inepta demanda por indebida acumulación de pretensiones
, pues como se precisó, respecto del Acuerdo procedía la acción de simple nulidad y, respecto de los actos administrativos particulares y concretos, la de nulidad y restablecimiento del derecho.

Es evidente que lo realmente pretendido por el demandante es dejar sin efecto los actos administrativos particulares y concretos, pues no precisó ni explicó, en detalle, los artículos del Acuerdo 4 de 1998 que, a su juicio, violaban el artículo 338 de la Carta Política. 

En consecuencia, la Sala debe inhibirse de efectuar el análisis de legalidad del Acuerdo, por lo menos, en los términos propuestos en la demanda y para los propósitos realmente pretendidos en la misma. 

En consecuencia, la Sala modificará lo decidido por el Tribunal, en cuanto se abstuvo de declarar la nulidad del Acuerdo 4 de 1998, y se inhibirá de pronunciarse de fondo sobre el mismo, por encontrar inepta la demanda por indebida individualización de las pretensiones. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
F A L L A

PRIMERO: MODIFÍCASE el numeral primero de la sentencia apelada, el que quedará así: 

INHÍBESE de pronunciarse frente a la pretensión de nulidad del Acuerdo 4 de 1998, proferido por la Junta Directiva del Fondo Probatorio de Valorización Municipal de Ipiales. 

SEGUNDO: En lo demás, CONFÍRMASE la sentencia apelada. 
Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal  de origen. Cúmplase.

La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha.

CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ

Presidenta de la Sala

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ
� Sala Plena, sentencia de 29 de octubre de 1996, M.P. Dr. Daniel Suárez Hernández, reiterada en sentencia de Sala Plena de 4 de marzo de 2003, M.P. Dr. Manuel Santiago Urueta Ayola. 





� En la que se declaró la exequibilidad del artículo 84 C.C.A., en el entendido de que “la acción de nulidad también procede contra los actos de contenido particular y concreto, cuando la pretensión es exclusivamente el control de la legalidad en abstracto del acto” administrativo.


� En el mismo sentido, el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 establece: “Nulidad. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general. 


(…)


Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido particular en los siguientes casos: 





1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo a favor del demandante o de un tercero. 


(…)


Parágrafo. Si de la demanda se desprendiere que se persigue el restablecimiento automático de un derecho, se tramitará conforme a las reglas del artículo siguiente. ”





� Consejo de Estado, Sección Cuarta, auto del 23 de agosto de 2012, expediente 19130, Consejero ponente Hugo Fernando Bastidas Bárcenas. 


� Marienhopff, Miguel S. define esta institución como “[U]na de las formas en que la voluntad de la Administración Pública puede aparecer tácitamente expresada, situación que se produce cuando ésta no emite una resolución que corresponde emitir o no se pronuncia en sentido alguno acerca de una petición que se le haya formulado.” Ob. citada, págs. 287 a 288.


� ARTÍCULO 40. SILENCIO NEGATIVO. Transcurrido un plazo de tres meses contados a partir de la presentación de una petición sin que se haya notificado decisión que la resuelva, se entenderá que ésta es negativa. 





La ocurrencia del silencio administrativo negativo no eximirá de responsabilidad a las autoridades ni las excusará del deber de decidir sobre la petición inicial, salvo que el interesado haya hecho uso de los recursos de la vía gubernativa con fundamento en él, contra el acto presunto. 





ARTÍCULO 60. SILENCIO ADMINISTRATIVO. Código derogado por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2011/ley_1437_2011_pr007.html" \l "309" \t "_blank" �309� de la Ley 1437 de 2011. Rige a partir del 2 de julio del año 2012. El texto vigente hasta esta fecha es el siguiente: Transcurrido un plazo de dos (2) meses, contado a partir de la interposición de los recursos de reposición o apelación sin que se haya notificado decisión expresa sobre ellos, se entenderá que la decisión en negativa. 


El plazo mencionado se interrumpirá mientras dure la práctica de pruebas. 


La ocurrencia del silencio administrativo negativo previsto en el inciso 1o., no exime a la autoridad de responsabilidad; ni le impide resolver mientras no se haya acudido ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo. 


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. C.P.: HÉCTOR J. ROMERO DÍAZ. Bogotá D. C., 18 de octubre de 2007. Radicación: 25000-23-27-000-2003-00363-01. Número interno: 15484 Actor: REYES ARMANDO RODRÍGUEZ PALMA. Demandado: DIAN.


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN  CUARTA. C.P.: JUAN ÁNGEL PALACIO HINCAPIÉ. Bogotá  D.C.,  17 de junio de 2004. Radicación: 250002327000199900212 01. Número interno: 13272. Actor: CHICÓ ORIENTAL NUMERO DOS LTDA. Y URBANIZACIÓN LAS SIERRAS DEL CHICO  LTDA. Demandado: DISTRITO CAPITAL DE BOGOTÁ.


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. Consejera Ponente: Dra. CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ. Bogotá, D. C.,  veinticinco (25) de julio de dos mil trece (2013). Referencia: 050012331000199900166 01.Radicado: 18612. Actor: CUERO Y PLUMA LIMITADA. Demandado: MUNICIPIO DE EL RETIRO.





